ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO QUE RECHAZA LA ACCIÓN DE CUMPLIMIENTO – Improcedente 

[E]ste Despacho debe decidir la admisión del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, a través de apoderado judicial, contra la decisión adoptada en providencia 5 de abril de 2016, por medio de la cual la Subsección “A” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, rechazó de plano la acción de cumplimiento. Teniendo en cuenta que esta Sección , recientemente unificó en materia de acción de cumplimiento la procedencia del recurso de apelación contra el auto que rechaza la acción se analizará la admisibilidad del recurso de apelación conforme las reglas de competencia establecidas en el artículo 16 de la Ley 393 de 1997, a saber: El rechazo de la demanda de acción de cumplimiento procede cuando no se otorgue prueba de la renuencia de la autoridad o del particular en el acatamiento, caso en el cual el rechazo es in limine; en razón a que no se cumple con un requisito de procedibilidad de la acción, el cual resulta de forzosa observancia, pues corresponde a la prueba objetiva que debe acompañar de manera indefectible el actor, a efectos de probar que requirió de manera previa al ejercicio del medio judicial para que se diera su observancia. El artículo 16 ejusdem es norma expresa y específica que excluye el recurso de apelación contra el auto que rechaza la demanda en la acción de cumplimiento, decisión que no constituye la finalización del trámite, como si ocurre con el fallo de mérito, pues el actor puede formular nuevamente su acción.

SENTENCIAS DE CONSTITUCIONALIDAD - Carácter obligatorio

La Corte Constitucional en sentencia C - 319 de 2013, precisó que el artículo 16 de la Ley 393 de 1997, excluyó los recursos en relación con las decisiones diferentes a la sentencia, determinación de obligatoria observancia que impone a los operadores jurídicos que en el trámite de la acción de cumplimiento el recurso de alzada se restrinja a la sentencia. Esta regla adquirió fuerza vinculante desde la notificación de esta sentencia , lo que supone que en adelante los operadores jurídicos y las demás autoridades del Estado y ciudadanos deben observar y aplicar esta ratio decidendi, regla que señaló que es improcedente el recurso de apelación contra el auto que rechaza la demanda de la acción de cumplimiento

FUENTE FORMAL: LEY 393 DE 1997 - ARTÍCULO 16
CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION QUINTA

Consejera ponente: ROCIO ARAUJO OÑATE

Bogotá, D.C., cuatro (4) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

Radicación número: 25000-23-41-000-2016-00751-01(ACU)A
Actor: CARLOS JULIO CEPEDA TORRES
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA, SECCION CUARTA, SUBSECCION B Y OTRO
OBJETO DE LA DECISIÓN

El Despacho decide la impugnación interpuesta por la parte actora contra la providencia del 5 de abril de 2016, por medio de la cual la Subsección “A” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, rechazó de plano la acción de cumplimiento. 

I. ANTECEDENTES

1. Solicitud de cumplimiento

Mediante escrito radicado el 5 de abril de 2016
 ante la Secretaría de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el señor Carlos Julio Cepeda Torres, por intermedio de apoderado especial
, ejerció acción de cumplimiento contra el “Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Cuarta, Subsección “B”, Subsección “C” en Descongestión”, con el fin de que se ordene el acatamiento de “los artículos 2142, 2144, 2181, 2184 numeral 3º 2185, 2186 y concordantes del Código Civil y los artículos 73, 74, 75, 76, 77 y concordantes de la Ley 1564 de 2012, o Código General del Proceso (…) no sólo aplicar la ley antigua, sino la nueva en relación con el registro inmediato de las medidas cautelares de inscripción de la demanda. Con respecto a la primera, no solo los artículos 206 a 207 y 267 C.C.A; 37 (numr. 1 al 4, 8 y 9 parágrafo), 690, numeral 1, literal a) del CPC, modificado. Decreto 2282, art. 1º, num. 346, medidas cautelares en proceso ordinarios; sino, el 690 (num. 1, 2 y 7) de CPC,  que ‘complementa los anteriores mandatos sobre la obligatoriedad del registro de la demanda, de oficio o a solicitud de parte, no  solo en lo establecido por el artículo 692 del CPC, sino lo preceptuado por los artículos 1º a 3º, 31, 54 y 56 del Estatuto de Notariado y Registro, es decir, el Decreto Ley 1250 de 1970’ en relación con la segunda los artículos 1º 5º de la Ley 1579 de 2012; 588 o 592 del CGP; y, 229 a 234 del CPACA”.
Como pretensiones solicitó que se “…imparta la orden a la autoridad renuente, es decir, a la Subsección “B” de la Sección Cuarta del Tribunal Administrativo, a efectos de que de cabal cumplimiento a lo dispuesto en las normas citadas como incumplidas y, por ende oficie a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos para que efectúe el registro de la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria No. 50S-40192781 en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá, Zona Sur”.

2. Hechos probados y/o admitidos

Se encontraron demostrados los siguientes hechos, que son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia: 

· El accionante demandó en acción de nulidad y restablecimiento del derecho a la DIAN por la presunta expedición de actos administrativos contrarios a la Constitución y la Ley.
· En el escrito de demanda solicitó como medida cautelar oficiar al Registrador de Instrumentos Públicos de Bogotá, Zona Sur, con el fin de que se inscribiera dicha demanda y se limitaran las mutaciones o cambios de dominio al folio de matrícula inmobiliaria No. 50S-4019278.
· El proceso se radicó con el número 25000-23-27-000-2010-00119-01 y correspondió a la Sección Cuarta  del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que en auto del 8 de julio de 2010 admitió la demanda, pero no hubo pronunciamiento alguno frente a la medida cautelar, razón por la que el actor con memorial del 23 de julio siguiente reiteró la solicitud.
· El 13 de agosto de 2010, el Tribunal negó la medida cautelar al considerar que de conformidad con el artículo 690 del C.P.C., aplicable por remisión expresa del artículo 267 del C.C.A., aquella solo era procedente en los casos en que se discutiera un asunto atinente al derecho real de dominio u otro derecho real principal sobre bienes inmuebles, situación que era ajena al proceso ordinario iniciado por el actor.
· Contra dicha decisión el actor interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación, ante lo cual el Tribunal en auto del 15 de octubre de 2010, rechazó por extemporáneo la reposición y omitió pronunciarse sobre la apelación.
· Con fundamento en lo anterior, el demandante apeló, recurso que fue decidido por el despacho judicial el 19 de noviembre de 2010, que “…resolvió tanto el recurso de apelación instaurado contra el precitado auto de 13 de agosto, como contra el auto de 15 de octubre de 2010; reiterando los argumentos iniciales para negar la medida cautelar solicitada, y  precisando que, conforme a lo previsto en el artículo 181 del C.C.A., el recurso en mención no es procedente contra la providencia que la niega, y en caco serlo, ambos se instauraron por fuera del término legal”. 
· Afirmó que la autoridad judicial ha sido renuente a cumplir con la ley, es decir no ha procedido a la ejecución del registro de la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria No. 50S-40192781, por tanto “se ha cumplido con lo ordenado por el artículo 8º de la Ley 393 de 1997, en el entendido de agotar directamente ante la autoridad judicial acusada de incurrir en renuencia reiterada de incumplir MANDATOS JURÍDICOS SUSTANCIALES CON FUERZA MATERIAL DE LEY, así como los PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DE ROGACIÓN y de EQUIDAD”.

3. Actuaciones procesales relevantes

3.1. Admisión de la demanda

Mediante auto del 5 de abril de 2016
, la Subsección “A” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, rechazó de plano la acción de cumplimiento porque lo pretendido desborda el objeto del medio de control que debe recaer sobre normas con fuerza material de ley o actos administrativos. 
3.4. Impugnación

El apoderado de la actora, en escrito del 21 de abril de 2016
, impugnó la decisión del Tribunal y solicitó que se revocara, y en consecuencia reiteró las pretensiones iniciales y además pidió “…CONCEDER la protección de los derechos fundamentales de petición, de defensa y de debido proceso, equidad, del mínimo vital, acceso a la administración de justicia y a la tutela judicial efectiva, protección a la propiedad privada  adquirida a justo título , respeto de los principios fundamentales de la confianza legítima y de rogación por los hechos, las razones y fundamentos expuestos en este memorial”.

Sostuvo que el Tribunal Administrativo de la acción constitucional de cumplimiento, violó en forma directa el principio fundamental de excepción de inconstitucionalidad e ilegalidad, de responsabilidad y de equidad, por lo tanto los jueces de cumplimiento incurren en vía de hecho judicial, tal como aparece probado.

Finalmente, resaltó que sí cumplió con el requisito de procedibilidad por tanto la acción de cumplimiento es el mecanismo idóneo para exigir a la autoridad judicial accionada que cumpla con el registro de la demanda. 

II. CONSIDERACIONES 

1. Competencia

De conformidad con lo previsto en el artículo 125 del C.P.A.C.A., aplicable por expresa remisión del artículo 30 de la Ley 393 de 1997, corresponde al ponente dictar los autos interlocutorios y de trámite, que no hagan parte de los que esa misma norma exceptúa.

Así, este Despacho debe decidir la admisión del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, a través de apoderado judicial, contra la decisión adoptada en providencia 5 de abril de 2016, por medio de la cual la Subsección “A” de la Sección Primera del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, rechazó de plano la acción de cumplimiento.

Teniendo en cuenta que esta Sección
, recientemente unificó en materia de acción de cumplimiento la procedencia del recurso de apelación contra el auto que rechaza la acción se analizará la admisibilidad del recurso de apelación conforme las reglas de competencia establecidas en el artículo 16 de la Ley 393 de 1997, a saber:

El rechazo de la demanda de acción de cumplimiento procede cuando no se otorgue prueba de la renuencia de la autoridad o del particular en el acatamiento, caso en el cual el rechazo es in limine; en razón a que no se cumple con un requisito de procedibilidad de la acción, el cual resulta de forzosa observancia, pues corresponde a la prueba objetiva que debe acompañar de manera indefectible el actor, a efectos de probar que requirió de manera previa al ejercicio del medio judicial para que se diera su observancia.

El artículo 16 ejusdem es norma expresa y específica que excluye el recurso de apelación contra el auto que rechaza la demanda en la acción de cumplimiento, decisión que no constituye la finalización del trámite, como si ocurre con el fallo de mérito, pues el actor puede formular nuevamente su acción.
La Corte Constitucional en sentencia C - 319 de 2013, precisó que el artículo 16 de la Ley 393 de 1997, excluyó los recursos en relación con las decisiones diferentes a la sentencia, determinación de obligatoria observancia que impone a los operadores jurídicos que en el trámite de la acción de cumplimiento el recurso de alzada se restrinja a la sentencia.

Esta regla adquirió fuerza vinculante desde la notificación de esta sentencia
, lo que supone que en adelante los operadores jurídicos y las demás autoridades del Estado y ciudadanos deben observar y aplicar esta ratio decidendi, regla que señaló que es improcedente el recurso de apelación contra el auto que rechaza la demanda de la acción de cumplimiento y que tal posibilidad ha de quedar restringida al fallo que resuelva dicha acción y al auto que deniegue la práctica de pruebas.

Por lo anterior, se hace evidente que en el caso bajo examen, el auto proferido por el Tribunal que rechazó de plano la acción de cumplimiento, no es susceptible de apelación, por tanto se rechazara el recurso interpuesto por el apoderado de la parte actora, de conformidad lo indicado en esta providencia.

Por lo expuesto, se

RESUELVE

PRIMERO: RECHAZAR por improcedente el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la parte actora contra el auto que rechazó de plano la acción de cumplimiento, conforme a lo indicado en la parte motiva de este proveído. 

SEGUNDO: En firme esta decisión, devuélvase el expediente al Tribunal de origen.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Consejera de Estado

� Folio 1 del expediente.


� El señor Carlos Julio Cepeda Torres otorgó poder especial, amplio y suficiente al abogado Luis Alberto Cáceres Arbeláez, para que lo represente en la presente acción de cumplimiento. (fl. 11 del expediente).


� Folios 190 a 194 del expediente.


� Folios 196 a 205 del expediente.


� Consejo de Estado, Sección Quinta, providencia del 7 de abril de 2016, expediente con radicado 25000-23-41-000-2015-02429-01, M.P. Rocío Araújo Oñate.


� La desfijación del edicto de la sentencia C-319-2013 se cumplió el 29 de julio de 2013, según se aprecia en en link de consulta de procesos de la Corte Constitucional. Expediente D-9341. http://www.corteconstitucional.gov.co/secretaria/ConsultaC/proceso.php





